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En este documento se presentan los argumentos por los cuales no puedo compartir 

el proyecto que propone revocar el acuerdo del Consejo General del Instituto 

Nacional Electoral que otorgó el registro como partido político a la organización de 

ciudadanos ahora denominada Partido Encuentro Solidario (PES). Por el contrario, 

sostengo que debe ser confirmado.  

Contrario a la propuesta, respetuosamente, considero que la participación de 15 

ministros de culto en el proceso de obtención del registro no fue significativa y fue 

aislada, por lo que no es un elemento suficiente como para considerar que se debe 

negar el registro a la asociación civil, aun y cuando coincido que se trata, en 

principio, de una vulneración al principio de laicidad. Pero de ahí no puede 

establecerse válidamente la negativa de registro, toda vez que es una consecuencia 

desproporcionada y absoluta. 

1. Antecedentes relevantes e identificación del problema jurídico 

Después de que la organización de ciudadanos “Encuentro Solidario” solicitara su 

registro como partido político nacional y una vez verificado la obtención de los 

requisitos necesarios, el cuatro de septiembre pasado, el Consejo General del INE 

aprobó su solicitud de registro como Partido Político Nacional. 

Sin embargo, el PAN y la agrupación política nacional denominada “Ciudadanos en 

Transformación” presentaron, respectivamente, un recurso de apelación en los que 

solicitan que se revoque el registro otorgado por el INE, debido a que se acreditó la 
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participación de 15 ministros de culto en las asambleas distritales, así como que 

algunos de ellos se afiliaron al partido y, finalmente, hicieron aportaciones. A su 

juicio, esto vulnera el principio de laicidad, a la vez que permite afirmar que las 

afiliaciones obtenidas no fueron libres. Esto, alegan, impacta de forma cualitativa y 

determinante en la validez del proceso de conformación de partidos políticos.  

Cabe precisar que esto no fue algo que ignorara la autoridad responsable. El INE 

reconoció la participación de estos ministros de culto y, además, reconoció que esto 

vulnera el principio de laicidad. Sin embargo, consideró que lo consecuente era 

anular tanto las afiliaciones obtenidas en las asambleas distritales en las que 

asistieron los ministros de culto, como las propias asambleas y, por lo tanto, 

restarlas del total de asambleas y de afiliados.  

Con todo y esta sustracción de afiliaciones, la agrupación Encuentro Solidario 

obtuvo más del mínimo de afiliaciones necesarias y, por lo tanto -y al haber cumplido 

con el resto de los requisitos-, obtuvo su registro como partido político nacional.  

De lo anterior, se desprende que el problema jurídico que se presenta a esta Sala 

Superior es determinar si, ante la asistencia de los 15 ministros de culto en 5 

asambleas distritales, fue correcta la solución del Instituto o si, por el contrario, se 

debió negar el registro a la agrupación por los argumentos expuestos por los 

actores. 

Para poder responder adecuadamente y de forma rigurosa este problema, es 

necesario resolver otros problemas jurídicos, que se plantean con las siguientes 

preguntas:  

- Según el principio de laicidad, ¿qué tan absoluta debe ser la separación entre 

la iglesia y el estado? 

- ¿Se puede negar el registro a una asociación política que tiene algún tipo de 

vínculo con cierta religión?  

- Atendiendo a los agravios expuestos por el PAN ¿es posible hacer una 

analogía entre la causal de nulidad de una elección por vulneración al 



principio de laicidad, al procedimiento de constitución de partidos políticos? 

y, finalmente,  

- En el caso ¿nos encontramos frente a una vulneración al principio de laicidad 

que amerita negar el registro como partido político a la agrupación Encuentro 

Solidario?  

  

2. Estudio del problema jurídico  

Una vez definido el problema jurídico, en el apartado 1, en este apartado se 

procederá a su análisis, para lo cual se seguirá el siguiente orden.  

En primer lugar, se establecerá el marco teórico del principio de laicidad. Ahí, el 

objetivo será mostrar las distintas posturas que existen tanto en la teoría, como en 

la práctica, sobre cómo entender a la laicidad.  

El segundo subapartado analizará cómo se ha reconocido el principio de laicidad en 

el campo de los derechos político-electorales en México. Asimismo, se ofrecerán 

algunos ejemplos de cómo otros países han gestionado esta cuestión.  

Posteriormente, en el tercer subapartado se estudiaría, primero, por qué no es 

viable hacer una analogía entre la causal de nulidad de elección por violación al 

principio de laicidad, y el procedimiento de creación de partidos políticos, tal y como 

lo pretende el partido actor.  

No obstante, esto, en ese mismo subapartado se mostrarán los supuestos en los 

que sí sería viable negar el registro de una agrupación política que pretende 

constituirse como partido político, porque otorgar el registro vulneraría el principio 

de laicidad. Asimismo, se argumentará que en estos supuestos la restricción estaría 

justificada con base en parámetros internacionales.  

Finalmente, en el cuarto subapartado se analizará el caso concreto, con el fin de 

determinar si se cumple con alguna de las condiciones que justificarían negar el 

registro como partido político a la entonces agrupación Encuentro Solidario.  



2.1. Marco teórico: El principio de laicidad  

El principio de laicidad es uno de los valores fundamentales de todas las 

democracias liberales. A grandes rasgos, este principio se suele identificar como 

una separación entre la Iglesia y el Estado, la cual involucra, entre otras cuestiones, 

que el Estado no promueva de cierta forma alguna religión, así como que aquellos 

argumentos de índole religioso no sean introducidos en el debate público ni en las 

decisiones que emanan de los órganos de gobierno y, finalmente, que las iglesias 

no participen de las decisiones estatales.  

Si bien, en la época de la Ilustración, se pensó que este principio ya se había 

consolidado en las democracias liberales, en las últimas décadas ha resurgido el 

debate respecto de qué es y cómo entender a la laicidad. Esta nueva ola de 

discusiones y estudios sobre el tema han surgido, entre otras cuestiones, por los 

reclamos de acomodo y reconocimiento que hacen las minorías religiosas en los 

países occidentales (Canadá, Estados Unidos y Europa occidental, entre otros).  

Es decir, que el reconocimiento de las diferencias culturales, así como de la 

coexistencia de diversos grupos culturales -entre ellos, religiosos- dentro de los 

Estados ha llevado a cuestionar si dichos grupos religiosos deben también ser 

reconocidos por los Estados y, en ese reconocimiento, se deben también 

implementar medidas y diseños institucionales que permitan a los integrantes de 

estas minorías seguir practicando su religión.  

Ahora bien, resulta debatible afirmar que es posible diseñar una división absoluta 

entre la iglesia y el Estado. El caso francés resulta ilustrativo, ya que muestra la 

dificultad de que un país laico se mantenga absolutamente separado de promover 

una o varias religiones. En ese país, a pesar de que el laicismo está reconocido 

desde 1905, el estado sigue financiando a la mayoría de las instituciones educativas 

privadas religiosas, además de que se encarga del mantenimiento de las 

edificaciones religiosas construidas antes de 1905. 



El artículo 2 de la Ley Francesa sobre la separación de las iglesias y el estado de 

1905 estableció que el estado francés no reconocía, ni subvencionaba ninguna 

secta religiosa. Sin embargo, listó excepciones relacionadas con escuelas, colegios, 

hospitales, asilos y prisiones. 

La Debré act de 1959 aterrizó estos principios a efecto de ser implementados en el 

sistema educativo, siendo relevante el hecho de que estableció la posibilidad que 

las instituciones de educación privadas celebraran contratos (ya sea simples o de 

asociación) con el estado. 

Los contratos obligan a las instituciones a cumplir con una serie de requisitos 

estatales, pero permiten preservar el carácter especifico de la institución. Lo anterior 

permite que las instituciones puedan realizar actividades con base en su religión, 

pero solo si esas actividades no afectan la transmisión del currículo nacional y 

secular2. 

Sobre los elementos cuantitativos, cabe decir que el 95% de las instituciones 

privadas con un contrato con el estado son católicas3. 

Ahora bien, el contrato más utilizado en Francia es el contrato de asociación, el cual 

implica que el financiamiento que recibe la institución es casi idéntico al de una 

institución pública: el estado subsidia profesores, currículo, organización de 

diplomas, etcétera y las autoridades locales están a cargo de las inmediaciones de 

la escuela, equipo escolar y comida4. 

En ese sentido, la educación privada en Francia, mayoritariamente, se encuentra 

financiada por el estado, además de que esta es, principalmente, católica. 
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Finalmente, en cuanto a este punto, resulta importante destacar la situación de la 

región de Alsace-Moselle. Esto, porque cuando se emitió la ley de 1905, esa región 

se encontraba bajo control prusiano y, por tanto, quedó exenta de su aplicación. 

Actualmente, existen religiones oficiales en esa región. Como resultado de ello se 

reconoce la obligatoriedad de la educación religiosa en la educación pública, por lo 

que el estado paga los salarios de los clérigos de las religiones en la región5. 

Por otra parte, el estado francés también financia algunas edificaciones religiosas. 

La ley de 1905 reconoció la propiedad original del estado de toda edificación 

religiosa que se hubiese hecho antes del año de emisión de la ley. 

Esto implicó, entre otras cosas, que la labor de mantenimiento y de restauración de 

todas estas edificaciones se convirtiera en responsabilidad del gobierno. 

Actualmente, el gobierno es propietario de 32000 iglesias, 6000 capillas y 87 

catedrales6.  

Esto es tan solo un ejemplo de varios, que permiten afirmar que no es posible lograr 

una absoluta separación entre las iglesias y el Estado, de forma que la cuestión es 

determinar i) hasta qué grado podemos tolerar cierta injerencia de la o las iglesias 

en las decisiones públicas, así como ii) hasta qué grado es tolerable que el Estado 

promueva una o varias religiones. 

Esto ha sido el punto de debate en los últimos años, que ha permitido el desarrollo 

de un amplio abanico de posturas respecto de qué implica la laicidad, una vez que 

hemos aceptado que una separación absoluta entre la iglesia y el Estado resulta 

imposible.  
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Para Rawls, por ejemplo, resulta válido introducir en el debate público argumentos 

de índole religioso, siempre y cuando estos argumentos puedan ser traducidos a un 

idioma secular. De esta forma, una postura que tenga una naturaleza religiosa es 

perfectamente defendible en el ámbito público siempre y cuando esa misma postura 

pueda expresarse y justificarse con un lenguaje y argumentos de índole no 

religiosos7.  

Habermas, por su lado, coincide con Rawls en que sólo las razones seculares tienen 

cabida en la esfera pública. Sin embargo, hace una distinción entre la esfera pública 

informal y la esfera pública formal o institucional. En la primera, las y los ciudadanos 

no seculares pueden válidamente hacer uso de razones exclusivamente religiosas 

en la deliberación, pero sólo aquellas razones religiosas que puedan traducirse a 

razones seculares pueden pasar el filtro institucional8.  

Tariq Modood, por su lado, defiende una postura que se ha denominado 

“secularismo moderado”. Desde esta postura, un país como Reino Unido que tiene 

a la Iglesia Británica como una parte fundamental de sus instituciones y de su 

identidad también puede ser un país secular, siempre y cuando promueva 

igualmente la práctica del resto de las minorías religiosas que habitan dentro de ese 

territorio9. Este tipo de secularismo se basa en los mismos principios utilizados en 

el multiculturalismo para poder reconocer y acomodar a todas las minorías 

culturales. Incluso, en posteriores estudios, Modood considera que el secularismo 

está en un proceso de multiculturalización (multiculturalizing secularism)10.  

Ahora bien, cualquiera que sea la postura de laicidad que se defienda, también 

existe un consenso respecto de que este principio promueve y defiende cuatro 

principios constitutivos: libertad religiosa y de conciencia; respeto mutuo; separación 

                                                      
7 Rawls, John. 1993. Political Liberalism. Columbia University Press, Nueva York.  
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10 Modood, Tariq. 2017. “Multiculturalizing Secularism” en Zuckerman Phil y Shook John (eds.)The 
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entre el poder político y las comunidades religiosas y, finalmente, la neutralidad 

religiosa del Estado11.  

Los primeros dos se refieren a valores intrínsecos en sí mismos. Es decir, son el 

objetivo de la laicidad. El primero, que se refiere a la libertad religiosa y de 

consciencia, implica garantizar a toda la ciudadanía la libertad de ejercer o de no 

ejercer cualquier religión. Sin embargo, un país laico también necesita garantizar un 

mutuo respeto hacía toda la ciudadanía, con independencia de qué concepción del 

bien adopte y si esta es o no religiosa.  

Este tratamiento equitativo puede implicar distintos tipos de medidas a fin de 

acomodar a las minorías religiosas. Por ejemplo, en países occidentales con 

minorías musulmanas o judías, un arreglo institucional suele ser la alternativa de 

comida halal o kosher en los menús de instituciones públicas (principalmente 

escuelas públicas); así como cuartos de oración o permisos justificados para 

ausentarse en sus festividades religiosas, entre otras.  

Bajo esta lógica, el respeto mutuo debe ser entendido como la posibilidad de un 

trato diferenciado, según las especificidades religiosas de cada minoría.  

Ahora bien, la separación de la iglesia y el Estado que, usualmente, se asocia con 

el principio de laicidad, deben ser entendidos como arreglos y diseños 

institucionales que permiten garantizar la libertad religiosa y el mutuo respeto a toda 

la ciudadanía. Esto porque resulta difícil imaginar cómo un estado puede proteger 

estos dos valores si orgánicamente está vinculado, o favorece a una cierta iglesia o 

religión.  

El estado debe poder justificar, frente a toda la ciudadanía, sus acciones. Es decir, 

que sus decisiones y sus razones deben ser “públicas”, lo que significa que deben 

poder ser aceptadas por una mayoría importante de ciudadanas y ciudadanos. Para 
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eso, es necesario que adopte una postura relativamente neutral respecto de las 

diferentes formas de vida, incluidas, obviamente, las religiones.  

Hasta aquí es posible distinguir dos tipos de valores constitutivos de la laicidad: i) 

los que son intrínsecos en sí mismos: libertad de consciencia y de religión y respeto 

mutuo entre toda la ciudadanía; y ii) los que son un medio para lograr los fines de 

la laicidad y, por tanto, se traducen en arreglos institucionales: la separación entre 

la Iglesia y el Estado y la postura relativamente neutral del Estado hacia una o varias 

religiones.  

En este punto, quisiera precisar que no comparto la propuesta hecha cuando se 

afirma que la “laicidad no se refiere a derechos y obligaciones de la ciudadanía, sino 

a las instituciones del Estado y a las obligaciones de sus autoridades” y que, 

además, requiere que se establezca la separación entre las religiones y el Estado.  

Considero que esta es una premisa equivocada por varios motivos. En primer lugar, 

porque la laicidad sí protege derechos de la ciudadanía. Concretamente, la libertad 

de conciencia y de religión, así como el derecho a un respeto mutuo. En segundo 

lugar, y sobre todo, no comparto esta afirmación porque concibe a la separación 

entre la iglesia y el Estado como algo valioso en sí mismo.  

Desde mi perspectiva, determinados principios constitucionales deben justificarse a 

la luz de los fines que persiguen, y no en sí mismos. Esto es, el principio de laicidad 

es valioso porque pretende proteger los derechos de la ciudadanía, no porque 

separar a la iglesia y al Estado sea algo, en sí mismo, bueno o malo.  

Esta premisa es, incluso, la que me lleva a disentir del resto de los razonamientos 

vertidos en la propuesta. En concreto, encuentro valioso el principio de laicidad en 

tanto que protege los derechos fundamentales que ya mencioné previamente. Por 

ello, mi postura permite cierto margen de influencia o de vínculo entre la iglesia y el 

Estado, siempre y cuando no vulnere desproporcionada o injustificadamente los 

derechos ya mencionados.  



Esta distinción, propuesta por Charles Taylor y Jocelyn Maclure12, nos permite 

analizar, de mejor manera, cuándo una práctica vulnera injustificadamente el 

principio de laicidad. Concretamente, y dado que debemos aceptar o tener 

tolerancia hacia cierta injerencia entra la Iglesia y el Estado, se puede considerar 

que una práctica vulnera el principio de laicidad cuando no garantiza 

adecuadamente la libertad religiosa y de consciencia, y el respeto mutuo hacia las 

distintas concepciones del bien.  

En la arena político-electoral, esta metodología no sólo resulta válida para 

determinar cuándo una práctica vulnera el principio de laicidad y, por lo tanto, 

vulnera las leyes electorales sino, también, para determinar qué sanción deben 

imponer las y los jueces electorales.  

Como conclusión de este breve estudio, y con independencia del tipo de laicidad 

que se quiera adoptar, se afirma que este principio:  

- Garantiza la libertad de consciencia y de religión, así como el respeto mutuo 

entre las distintas formas de concepción del bien, incluidas las religiosas;  

- Exige cierta separación entre los poderes públicos y la o las iglesias; 

- Exige cierta neutralidad hacia las distintas religiones, o bien, exige el mismo 

tipo de intervención y, finalmente,  

- Exige cierta tolerancia frente a la injerencia que una o unas religiones puedan 

tener en las instituciones estatales o en el debate público, siempre que esa 

injerencia no vulnere la libertad religiosa y de consciencia de la ciudadanía. 

 

2.2. El principio de laicidad en la arena político-electoral  

En México el principio de laicidad se encuentra reconocido en el texto constitucional. 

Concretamente, en el artículo 40 se reconoce al país como una república 

representativa, democrática, laica y federal13; y en el artículo 130 se reconoce, 
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además, el principio de separación del Estado y las iglesias. En ese mismo 

artículo se encuentran distintas restricciones, así como regulaciones tanto a 

ministros de culto, como a las iglesias y agrupaciones religiosas.  

En el campo político electoral, destacan las siguientes restricciones constitucionales 

y legales destinadas a personas que ejercen un ministerio de culto:  

- No podrán desempeñar cargos públicos (inciso d));  

-  No tienen derecho a ser votado mientras que sean ministros de culto y, 

durante un periodo de dos años en caso de que ya hayan renunciado a su 

ministerio (artículo 130, inciso d) de la constitución, en concordancia con el 

artículo 14, de la Ley de Asociaciones Religiosas); 

- No podrán asociarse con fines políticos, ni para realizar proselitismo a favor 

o en contra de algún candidato, partido o asociación política;  

- Tampoco podrán, en reuniones públicas, en actos de culto o de propaganda 

religiosa, ni en publicaciones de carácter religioso, oponerse a las leyes del 

país, a sus instituciones o agraviar a los símbolos patrios (Inciso e)); 

Finalmente, este artículo constitucional prevé la prohibición de la formación de 

cualquier clase de agrupación política cuyo título tenga alguna palabra o indicación 

que la relacione con alguna confesión religiosa.  

Por su lado, la legislación secundaria en la materia prevé una serie de impedimentos 

para que los partidos políticos, así como los candidatos: 

- Actuar y conducirse sin ligas de dependencia o subordinación con ministros 

de culto de cualquier religión (Artículo 25, inciso m) de la Ley de Partidos) 

- Hagan uso de símbolos religiosos en su propaganda electoral (artículo 25, 

inciso p) de la Ley de Partidos, y 394, inciso h) de la LGIPE); 

- Rechazo de toda clase de apoyo económico, político o propagandístico de 

ministros de culto, así como de las asociaciones y organizaciones religiosas 

                                                      
régimen interior, y por la Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los 
principios de esta ley fundamental. 



e iglesias (artículo 37, inciso c) de la Ley de Partidos, y 394, inciso f) de la 

LGIPE);  

-  Prohibición de que la denominación y emblema del partido político haga 

alusiones religiosas;  

Por lo que hace a las infracciones a las que pueden incurrir los ministros de culto, 

asociaciones, iglesias o agrupaciones religiosas, el artículo 455 de la LGIPE prevé, 

además de lo ya mencionado:  

- La inducción a la abstención, a votar por un candidato o partido político, o a 

no hacerlo por cualquiera de ellos, en los lugares destinados al culto, en 

locales de uso público o en los medios de comunicación;  

- Realizar o promover aportaciones económicas a un partido político, aspirante 

o candidato a cargo de elección popular. 

Resulta claro, pues, que existen ciertas restricciones para que tanto los ministros de 

culto, como las iglesias o asociaciones y agrupaciones religiosas participen 

activamente en el campo político-electoral. Asimismo, existe una restricción hacia 

los partidos políticos y candidaturas para que utilicen símbolos religiosos en su 

propaganda política, así como que reciban aportaciones de estos entes.  

Ahora bien, recordemos que el principio de laicidad pretende proteger la libertad de 

consciencia y de religión, así como el respeto mutuo entre la ciudadanía que adopta 

distintas concepciones del bien.  

Sin embargo, en la arena político-electoral, convergen otros valores fundamentales 

que también son protegidos al momento en el que se prevén estas restricciones 

como una manifestación del principio de laicidad.  

Es decir, cuando juzgamos o analizamos si una práctica que se da en el ámbito 

político-electoral vulnera el principio de laicidad, no sólo se debe analizar si se 

vulnera por cuanto hace a la libertad de consciencia y de religión, sino también, si 

se vulnera por cuanto hace a otros valores fundamentales tales como el derecho a 



la libre afiliación; el derecho de emitir un voto libre e informado; garantizar el principio 

de equidad en la contienda; entre otros. 

De esta forma, encontramos que muchas de las restricciones que tienen los 

ministros de culto, así como las agrupaciones religiosas, de participar en el ámbito 

político-electoral tienen una doble finalidad. Por un lado, garantizar los fines mismos 

de la laicidad. Por el otro lado, buscan proteger al electorado para que la decisión 

de su voto sea libre respecto de creencias o dogmas religiosos.  

Precisamente porque están en juego varios valores constitucionales, es que las y 

los jueces debemos abstenernos de darle un peso determinante a únicamente uno 

de estos valores y/o principios constitucionales. Esta ha sido la postura de esta Sala 

Superior cuando, entre otros temas, ha analizado si la vulneración al principio de 

laicidad en un determinado proceso electoral debe tener como consecuencia 

decretar la nulidad de la elección.  

Más adelante se profundizará en este tema, pero vale la pena recordar que ante 

estos casos en los que se solicita decretar la nulidad de la elección cuando se ha 

vulnerado el principio de laicidad, esta Sala Superior ha buscado proteger todos 

los valores constitucionales que hay en juego. Es decir, mientras que ha 

reconocido la vulneración a ese principio, también ha reconocido que existen otros 

principios tales como el de los actos públicos válidamente celebrados que involucra 

proteger la voluntad de una mayoría de personas que emitieron su voto en 

condiciones de libertad y bajo todas las garantías necesarias.  

Así, aun y considerando que existe una vulneración al principio de laicidad, la 

consecuencia únicamente podría ser la nulidad de esa elección cuando la 

vulneración haya sido de tal magnitud que no permite afirmar que hubo certeza en 

los resultados, o que la voluntad de una mayoría importante estuvo manipulada por 

cuestiones religiosas, de forma que es posible considerar que esa infracción fue 

determinante para el resultado de la elección. De lo contrario, y precisamente 

porque es nuestro deber proteger y balancear adecuadamente todos los 

principios constitucionales en el marco de los derechos políticos y 



electorales, es que esa infracción podrá ser motivo de otro tipo de sanción, pero no 

de decretar la nulidad14.  

Este tipo de ponderaciones entre principios constitucionales se ha adoptado cuando 

está en juego la protección de varios principios constitucionales más allá del de 

laicidad. Por ejemplo, frente a los reclamos de que se adopten medidas afirmativas 

para lograr la integración paritaria de los cargos de elección popular de forma 

posterior a la elección15. 

Sin embargo, en el proyecto que se propone no se hace esta ponderación. Es decir, 

se parte de que la laicidad es un principio de rango superior, incluso, se afirma que 

las vulneraciones a este principio tienen una especial intensidad que amerita 

consecuencias proporcionales.  

Como señalaré más adelante, al no hacer esta ponderación entre principios y 

valores constitucionales, la propuesta pasa por alto otro tipo de derechos políticos 

individuales que esta Sala Superior debe también proteger, tales como el derecho 

de asociación política de la ciudadanía que libremente y sin coacción se afilió a esta 

organización. 

2.3. El principio de laicidad frente al procedimiento de registro de 

partidos políticos  

Desde mi perspectiva, existen condiciones por medio de las cuales es posible negar 

el registro de una agrupación política que tiene intención de constituirse como 

partido político porque, de otorgarlo, se estaría vulnerando el principio de laicidad.  

Sobre esto se profundizará en este apartado. Sin embargo, previo a ello, es 

necesario exponer por qué no le asiste la razón al PAN cuando pretende que se 

declare la nulidad del registro del PES, basado en el hecho de que las salas del 

                                                      
14 Ver SUP-REC-1279/2017, SUP-REC-1334/2017 y sus acumulados, SUP-REC-1187/2018 y su 
acumulado, SUP-REC-1209/2018 y su acumulado, SUP-REC-1386/2018, SUP-REC-1929/2018 y 
acumulados; y SUP-REC-433/2019. 
15 Ver SUP-REC-1386/2018.  



TEPJF han declarado la nulidad de diversas elecciones en las que se ha 

comprometido el principio de laicidad.  

Es decir, antes de exponer las condiciones por medio de las cuales se justificaría 

negar el registro a una agrupación política por vulnerar el principio de laicidad, es 

necesario exponer por qué no es posible, como lo pretende el PAN, trasladar 

análogamente una sanción en materia de elecciones, al procedimiento de formación 

de un partido político. 

a. Imposibilidad de hacer una analogía entre causal de nulidad de elección 

y negativa de registro como partido político  

La doctrina señala que existen diversos conceptos sobre lo que debe entenderse 

por analogía, pero cuando se relaciona con el proceso de interpretación y aplicación 

del Derecho se entiende como un argumento que permite pasar de lo particular a lo 

particular, de lo semejante a lo semejante16. 

Así, el concepto de analogía jurídica se ha definido como un argumento 

interpretativo mediante el cual se justifica trasladar la solución legalmente prevista 

para un caso, a otro caso distinto, no regulado por el ordenamiento jurídico, pero 

que es semejante al primero17. Es decir, se basa en el principio de igualdad que 

implica tratar igual los casos semejantes y que parte de la existencia de un sentido 

armónico y sistemático en el sistema jurídico.  

                                                      
16 Ver Atienza, Manuel. 1985. "Algunas tesis sobre la analogía en el Derecho", en DOXA, Cuadernos 
de Filosofía del derecho, número 2, Alicante, pp. 223-229. Disponible en https://bit.ly/2GaWWQp.   
17 Ver el voto particular del ministro José Ramón Cossío Díaz para la Jurisprudencia 196/2005, de la 
Primera Sala, de rubro SOCIEDADES MERCANTILES. LA SUSPENSIÓN DE LAS 
RESOLUCIONES ADOPTADAS POR LAS ASAMBLEAS GENERALES DE ACCIONISTAS, 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 202 DE LA LEY GENERAL RELATIVA, ES APLICABLE 
TRATÁNDOSE DE LA ACCIÓN DE OPOSICIÓN, NO ASÍ PARA LA DE NULIDAD, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tomo 
XXIII, Mayo de 2006, pag. 224. Disponible en https://bit.ly/2EEeYdl.   

https://bit.ly/2GaWWQp
https://bit.ly/2EEeYdl


En virtud de ello, es posible afirmar que el método analógico justifica ubicar la 

solución legalmente prevista para un caso, a otro caso distinto, no regulado por el 

ordenamiento jurídico, pero que es semejante al primero18.  

En efecto, para que pueda aplicarse el método analógico debe haber dos supuestos, 

de los cuales uno está regulado expresamente por una norma jurídica, mientras que 

para el otro no existe regulación alguna; ambos deben ser semejantes y tener 

identidad de razón. Si confluyen tales elementos, se justifica la aplicación de la 

norma jurídica que regula a uno de los supuestos de hecho en el otro que carece 

de regulación. 

En la práctica, la aplicación de la analogía permite resolver uno de los problemas 

básicos de cualquier ordenamiento jurídico: la innovación del sistema conservando 

su estructura básica19. Es decir, la analogía admite que los jueces puedan adecuar 

la aplicación continua de un sistema jurídico constituido por un conjunto de normas 

determinadas a una sociedad en constante transformación.  

Cabe precisar que la analogía no es una fuente de derecho, sino que es un método 

interpretativo para solucionar las lagunas del ordenamiento y así los jueces puedan 

resolver todos los asuntos sometidos a su estudio, tomando en cuenta el sistema 

de fuentes establecido. 

Al respecto, resulta ilustrativa la tesis de la Tercera Sala de la SCJN de rubro 

“METODO ANALÓGICO, APLICACION DEL”, en la cual se ha establecido que 

cuando se pretende hacer una interpretación por el método analógico, se deben 

cumplir dos condiciones: i) la falta expresa de la norma aplicable al supuesto 

concreto y ii) la igualdad esencial de los hechos.  

El criterio precisa que, mediante la analogía, el ámbito de aplicación de las leyes se 

extiende más allá del repertorio de los casos originalmente previstos, con tal de que 

se traten supuestos similares o afines a aquéllos, siempre que la ratio legis valga 

                                                      
18 Ver Ezquiaga, Francisco. "Argumentos interpretativos y postulados del legislador racional ", en 
Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes. Disponible en https://bit.ly/349QUaY.   
19 Atienza, Manuel. 1985.  "Algunas tesis sobre la analogía en el derecho", op, cit., p. 224.  

https://bit.ly/349QUaY


igualmente para unos y para los otros; por lo tanto, la analogía como método de 

interpretación o de autointegración es aceptada por nuestro orden jurídico20. 

Con base en lo anterior, se considera que, para la interpretación de una analogía 

jurídica se requiere la coexistencia de los siguientes elementos: i) la igualdad 

esencial de los hechos en dos supuestos (semejantes y con identidad de razón) y 

ii) que un supuesto sí este regulado expresamente en ley y el otro supuesto no. 

i) No existe identidad de hechos  

Desde mi perspectiva, la anulación de un proceso de formación de un partido 

político y la anulación de un proceso electoral resultan hechos que no son 

esencialmente iguales o semejantes y tampoco tienen una identidad de razón, no 

obstante que en ambos casos este inmersa la violación al principio de laicidad.  

El derecho de participación política reconocido en el ordenamiento mexicano 

permite a la ciudadanía intervenir por diversas vías en la discusión y en la toma de 

decisiones de los asuntos públicos. Una de ellas, es a través de los partidos políticos 

(asociaciones de ciudadanos) cuyo propósito, en su calidad de entidades de interés 

público, es promover la participación del pueblo en la vida democrática y contribuir 

a la integración de la representación nacional21. 

Efectivamente, los partidos políticos federales o locales son un mecanismo de 

acceso para los ciudadanos al ejercicio del poder público, mediante la postulación 

de candidaturas, y también se erigen como plataformas para canalizar los intereses 

y demandas ciudadanas. Estas figuras pueden tener representación a nivel nacional 

o limitarse al ámbito local en una entidad federativa determinada. 

Para estar en posibilidades de formar un partido político nacional o local, se debe 

iniciar el proceso de obtención del registro que solo se habilita cada seis años, 

acreditando los requisitos de contar con un número importante de afiliados, una 

                                                      
20 Tesis aislada 240634, de la Tercera Sala, de rubro METODO ANALOGICO, APLICACION DEL., 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Volumen 151-156, Cuarta parte, Tomo XXIII, 1981, pág. 218.  
21 Artículo 41, base I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 



declaración de principios, un programa de acción y los estatutos, así como las actas 

de las asambleas celebradas22.  

Al respecto, el INE verificará el cumplimiento de los requisitos del proceso de 

constitución de un partido político nacional y es el órgano encargado de formular el 

proyecto de dictamen que niegue o conceda el registro a la organización de 

ciudadanos. Para ello, constatará la autenticidad de las afiliaciones al partido en 

formación, ya sea en su totalidad o a través del establecimiento de un método 

aleatorio, en los términos de los lineamientos que al efecto expida el Consejo 

General23.  

De acuerdo con lo anterior, es jurídicamente valido concluir que el proceso de 

formación de un partido político y su posible anulación, tiene relación directa con 

diversos principios constitucionales (legalidad, certeza, laicidad, entre otros), 

y con los derechos de la ciudadanía de participación política y de elegir 

libremente a la organización de ciudadanos que mayor convenga a sus intereses, 

para la obtención del registro como partido ante la autoridad competente y así poder 

acceder a un régimen determinado de prerrogativas y obligaciones.  

Este acto de constitución, que comprende diversos principios constitucionales y 

derechos, tiene como destinatarios a la ciudadanía interesada en militar en cierta 

organización o agrupación, mediante procesos de afiliación revisados y validados 

por el INE. Así, durante el proceso de formación de un partido político, no 

existe como tal un procedimiento de competencia o contienda dentro de la 

organización, sino que su objetivo inmediato es conseguir cierto número de 

afiliados para alcanzar su registro y, una vez ocurrido esto, estar en posibilidades 

reales de participar en las elecciones federales y locales. 

Ahora bien, de acuerdo con el artículo 207 de la LEGIPE, el proceso electoral es el 

conjunto de actos ordenados por la Constitución y la propia ley, realizados por las 

                                                      
22  Artículos 10, párrafo 2, inciso a; 12 y 13 de la LGPP. 
23 Artículo 16, párrafo 2, inciso a; 12 y 13 de la LGPP. 

 



autoridades electorales, los partidos políticos, así como la ciudadanía, que tiene 

por objeto inmediato la renovación periódica de quienes integran los Poderes 

Legislativo y Ejecutivo tanto federal como de las entidades federativas. 

En la organización, desarrollo y resultados de los procesos electorales libres, 

auténticos y periódicos, se deben respetar y observar, entre otros, los principios de 

certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad y definitividad, 

previstos en los artículos 41 y 116 de la Constitución federal a efecto de garantizar 

el eficaz ejercicio de los derechos políticos y electorales de la ciudadanía, 

particularmente, el relativo al sufragio universal, libre, secreto y directo. 

Los principios invocados son requerimientos, exigencias o condiciones sustantivas 

que todo procedimiento electivo debe asegurar con éxito, ya que de lo contrario no 

se estará en presencia de elecciones confiables; es decir, una elección 

genuinamente democrática está fundada sobre las propias precondiciones o 

prerrequisitos de los que depende su valor.  

A continuación, expondré el contenido y alcance de algunos de los principios 

rectores de la materia electoral. 

- Principio de libertad del sufragio. La libertad de sufragio significa que el 

voto no debe estar sujeto a presión, intimidación o coacción alguna, es decir, 

el secreto del sufragio constituye una exigencia fundamental de su libertad, 

y en ese sentido, el secreto del voto es un derecho de la ciudadanía que debe 

ser protegido por este órgano jurisdiccional. 

- Equidad en la contienda. Sobre este principio, esta Sala Superior ha 

señalado que su objetivo es tutelar el derecho de los contendientes de contar 

con idénticas oportunidades de obtener el voto ciudadano y su finalidad está 

dirigida a que la decisión que tomen los electores se encuentre libre de 

influencias indebidas, como podría ser, entre muchos otros ejemplos, a 

través de la exposición excesiva o desmesurada de uno de los contendientes 



en determinada elección en relación con el resto de las alternativas políticas 

que contienden en ésta24. 

- Autenticidad del sufragio. Este principio implica que debe existir una 

correspondencia entre la voluntad de los electores y el resultado de la 

elección. 

El artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos señala 

que las elecciones deben ser auténticas, periódicas, y ejecutadas de manera 

tal que preserven la libertad en la expresión de los electores. 

Tanto la Declaración Universal como la Declaración Americana, el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos coinciden en que las elecciones deben poseer 

ciertas características específicas:  ser auténticas (genuinas para la 

Declaración Americana), periódicas, universales y ejecutarse de manera tal 

que preserven la libertad en la expresión de voluntad del elector. 

También resulta ilustrativo lo manifestado por la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, en el sentido de que "la autenticidad que debe 

caracterizar a las elecciones, en los términos del artículo 23 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, implica que exista una estructura legal 

e institucional que conduzca a que el resultado de las elecciones coincida 

con la voluntad de los electores. La legislación y las instituciones electorales, 

por tanto, deben constituir una garantía del cumplimiento de la voluntad de 

los ciudadanos"25. 

De esta forma, la autenticidad de las elecciones supone "que debe existir una 

correspondencia entre la voluntad de los electores y el resultado de la 

                                                      
24 Véase SUP-JIN-295/2018. 
25 CIDH, Resolución 1/90. Casos 9768, 9780 y 9828 (México) 17 de mayo de 1990, párr. 48; Informe 
Anual 1990-1991, Capítulo V, III, pág. 14; Informe de país: Panamá 1989, Capítulo VIII, punto 1; 
Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en Haití, 1990, Capítulo 1, párr. 19. 



elección" lo que implica "la ausencia de interferencias que distorsionen la 

voluntad de los ciudadanos". 

- Principio de neutralidad. Respecto de este principio, la Sala Superior ha 

destacado que, en atención a los principios que rigen la materia electoral, en 

el poder público no debe emplearse para influir al elector y, por tanto, las 

autoridades no deben identificarse, a través de su función, con candidatos o 

partidos políticos en elecciones, ni apoyarlos mediante el uso de recursos o 

programas sociales. 

Lo anterior, tiene como propósito inhibir o desalentar toda influencia que 

incline la balanza a favor o en contra de determinada candidatura o que 

distorsione las condiciones de equidad en la contienda electoral.  

De esta manera, el principio de neutralidad exige a todos los servidores 

públicos que el ejercicio de sus funciones se realice sin sesgos, en 

cumplimiento estricto de la normatividad aplicable. Lo que implica la 

prohibición a tales servidores de intervenir en las elecciones de manera 

directa o por medio de otras autoridades o agentes26. 

- Principio de laicidad. El principio de laicidad está consagrado en los 

artículos 40 y 130 de la Constitución general. A partir de ese marco 

constitucional, para que el principio de laicidad se atienda de manera plena 

puede ser necesario que el órgano legislativo ordinario emita normas 

adicionales, como es el caso –precisamente– de la prohibición de incorporar 

símbolos o expresiones religiosas a la propaganda electoral.  

Mediante las distintas normas identificadas no se pretende únicamente 

tutelar de manera aislada al principio de laicidad, sino también considerar el 

impacto que ciertas conductas podrían producir respecto a los principios 

                                                      
26 Véase la tesis relevante V/2016 de la Sala Superior de rubro PRINCIPIO DE NEUTRALIDAD. LO 
DEBEN OBSERVAR LOS SERVIDORES PÚBLICOS EN EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES 
(LEGISLACIÓN DE COLIMA). 



rectores de los procesos electorales y a los derechos político-electorales de 

la ciudadanía. 

De acuerdo con lo anterior, estimo que no existe igualdad sustancial ni identidad de 

razón en los supuestos de hechos, de forma que tampoco es posible que sean 

interpretados analógicamente, ya que se trata de actos (la nulidad de una elección 

y la negativa de registro de un partido) que poseen una naturaleza jurídica diversa 

y los sujetos, derechos y objetivos inmediatos no guardan una identidad de razón o 

semejanza sustancial.  

Si bien en el proceso de constitución de un partido político y su posible anulación 

intervienen directamente principios constitucionales (legalidad, certeza y 

laicidad, entre otros), estos convergen únicamente con los derechos de 

participación política y de asociación por parte de la ciudadanía, a la 

organización de su preferencia para lograr reunir cierto número de afiliados y 

obtener el registro como partido.  

En cambio, en un proceso electoral y la posibilidad de anularlo, los principios 

constitucionales que están en juego están vinculados al objetivo inmediato de 

lograr la renovación periódica de los poderes públicos, a través del sufragio 

universal, igual y secreto. Además, este acto de elección incluye la participación del 

resto de la ciudadanía (partidos políticos, agrupaciones políticas, candidatos 

independientes) y las autoridades electorales que organizan y califican el resultado 

de los procesos.  

En este sentido, advierto que los dos supuestos de hecho tienen objetivos 

inmediatos diversos y si bien coinciden en la aplicación de algunos principios 

constitucionales para su validez o invalidez, el desenlace de estos no tiene 

incidencia en los mismos derechos y sujetos.  

Bajo esta lógica, no le asiste la razón al partido actor cuando sugiere que para el 

análisis de este caso se aplique la línea jurisprudencial relacionada con el principio 

de laicidad en materia de elecciones.   



ii) Ambos supuestos de hecho están regulados en ley 

Del análisis a la normativa aplicable, se advierte que los supuestos de hecho 

consistentes en la declaración de invalidez de un proceso electoral y del proceso de 

formación de un partido político, sí están contenidos en la ley. Por tanto, tampoco 

se cumple con el segundo elemento para aplicar la interpretación analógica sugerida 

por el PAN.  

En efecto, la facultad de anular una elección está prevista en el artículo 99, párrafo 

cuarto, fracción II, de la Constitución general, en donde se prevé que las Salas 

Superior y regionales del TEPJF solo pueden declarar la nulidad de un proceso 

electoral por las causales expresamente señaladas en la ley.  

Por su lado, de acuerdo con el contenido de los artículos 130 de la Constitución 

general, en relación con el 16 de la LEGIPE, el INE es la autoridad competente para 

verificará el cumplimiento de los requisitos (observancia del principio de laicidad, 

entre otros) del proceso de constitución de un partido político nacional, y elaborará 

el proyecto de dictamen que niegue o conceda el registro a la organización de 

ciudadanos. 

Así, como se desarrollará a continuación, al constatar la debida autenticidad de las 

afiliaciones al partido en formación, el INE puede válidamente dictaminar la 

anulación de un proceso de constitución de un partido político al tener por acreditado 

que se transgredió el principio de laicidad.  

Es decir, de la ley aplicable es posible desprender que existen condiciones por 

medio de las cuales es posible negar el registro como partido político a una 

agrupación política cuando se advierta su naturaleza confesional, o bien, cuando se 

advierta que ha hecho uso de símbolos o líderes religiosos para poder obtener su 

registro como partido político, lo cual se analizará en el siguiente apartado.  

Como conclusión de este punto, señalo que no le asiste la razón al PAN cuando 

sugiere que se traslade la línea jurisprudencial de nulidad de elecciones por 

vulneración al principio de laicidad, para el caso de los procedimientos de creación 



de partidos políticos. La analogía no es viable y, por el contrario, cada uno de estos 

hechos se deben guiar por distintas reglas que, en ambos casos, están previstos en 

la legislación.  

Por otro lado, tampoco coincido con los razonamientos del proyecto que pretenden 

justificar la consecuencia de negar el registro a la organización de ciudadanos 

haciendo una comparativa con la forma en que esta Sala Superior suele resolver el 

uso de símbolos religiosos en periodos de campaña.  

Para la ponente, el hecho de que exista una especial intensidad respecto de la 

vulneración al principio de laicidad en esos casos justifica que se vuelva “todavía 

más relevante cuando personas que ejercen ministraturas religiosas, violando la 

prohibición constitucional, forman parte de agrupaciones que pretenden constituirse 

en partidos políticos”.  

Sin embargo, además de los motivos por los cuales no es factible hacer una 

analogía entre ambos tipos de infracción, lo cierto es que suponiendo, en un 

ejercicio hipotético, que esto fuera posible, el resultado no podría ser la negativa de 

registro.  

En mi concepto, la afectación que genera la vulneración del principio de laicidad en 

un resultado electoral es mucho mayor que aquella generada en el procedimiento 

de constitución de partidos políticos. Esto, porque cuando estamos frente a una 

elección se está decidiendo si la persona o grupo que resultó ganador y que 

gobernará y representará a toda la ciudadanía lo hizo con coacción o 

manipulaciones -en este caso, de índole religiosa. Es decir, se está decidiendo la 

validez de una elección.  

Por su lado, cuando estamos frente a la creación de partidos políticos, si bien 

existen restricciones para que ministros de culto e iglesias o agrupaciones religiosas 

participen en estos procedimientos, lo cierto es que se está decidiendo sobre si una 

agrupación ciudadana puede constituirse en un partido político.  



Los valores y principios que hay en juego en cada caso son distintos, de forma que 

no me resulta válido afirmar que, si esta Sala Superior ha sido enfática en proteger 

el principio de laicidad en supuestos de uso de símbolos religiosos en campañas, 

esta protección debe ser aún más contundente cuando se trata de la constitución 

de partidos políticos.  

Por último, en este punto, también me parece relevante destacar que, aun y cuando 

esta Sala Superior ha protegido el principio de laicidad, lo cierto es que también se 

ha movido a una postura más permisiva respecto a lo que está o no permitido, en 

presencia del ejercicio de derechos y libertades, como la libertad de asociación 

política, y, sobre todo, respecto de cuándo se justifica otorgar la mayor 

consecuencia jurídica ante una violación de esta naturaleza.  

De esta forma, casos como que candidatos asisten a procesiones; ministros de culto 

asisten a mítines de campaña; candidatos utilizan símbolos religiosos, entre otros, 

han ameritado consecuencias jurídicas, pero no las más rigurosas como, por 

ejemplo, decretar la nulidad de la elección. Por ello, como señalaré más adelante, 

no comparto la consecuencia jurídica que propone el proyecto.  

No obstante, considero que sí existen supuestos por medio de los cuales sería 

posible negar el registro como partido político a una agrupación política u 

organización ciudadana porque, de otorgarlo, se atentaría contra el principio de 

laicidad, tal y como se desarrolla a continuación.  

b. Condiciones que justifican negar el registro a una agrupación política u 

organización de ciudadanos por no ser respetuosa del principio de 

laicidad  

Los partidos políticos son entes de interés público que, por lo tanto, también están 

sujetos a respetar el principio de laicidad. Como señalé anteriormente, existen 

distintas restricciones para que tanto la o las iglesias, así como ministros de culto 

participen en la estructura de un partido político, así como que un partido político 

promueva una cierta religión, o tenga vínculos con una iglesia.  



Esto se desprende de lo establecido en el artículo 3, 24 y 130 constitucional, pues 

estos artículos prevén que las manifestaciones religiosas no se pueden utilizar con 

fines político-electorales. Además, existe una obligación por parte de toda persona 

moral pública, o de interés público, de mantenerse ajenas a cualquier doctrina 

religiosa. 

Por ello, considero que cuando existan suficientes elementos que permiten afirmar 

que se cumple una de las siguientes dos condiciones es que se debe negar el 

registro como partido político:  

Condición 1: Carácter confesional de la agrupación u organización. Que 

una agrupación u organización política que pretende obtener su registro como 

partido político: 

i) Sea expresamente confesional;  

ii) Tenga vínculos con alguna iglesia o religión; 

iii) En sus documentos básicos haga alusión a alguna religión, o haga 

utilización de alguna ideología religiosa; 

iv) Acepte financiamiento relevante por parte ministros de culto o de 

personas asociadas con alguna religión, así como por las propias 

agrupaciones religiosas;  

v) Haga un uso preponderante de inmuebles religiosos para la celebración 

de asambleas o eventos políticos de la organización de ciudadanos;  

Cuando se cumple esta condición, resulta evidente que no se le puede otorgar el 

registro como partido político porque implicaría el reconocimiento de un ente de 

interés público -con todo lo que ello implica, como obtención de financiamiento, 

tiempos de Estado, y participación en los procesos electorales- abiertamente 

confesional.  

Esto rompería con varios de los valores que se pretenden proteger tanto con el 

principio de laicidad, como con los principios rectores en materia político-electoral.  



En primer lugar, el reconocimiento de una agrupación confesional como partido 

político vulneraría la libertad de culto y de consciencia de la ciudadanía que no 

adopta esa fe o que, en definitiva, no adoptan ninguna fe. Incluso, vulnera la libertad 

religiosa de aquellas personas que, aun adoptándola, aceptan que los argumentos 

de índole religioso no tienen cabida dentro del debate público.  

Por otro lado, rompe con la relativa neutralidad que debe mantener el Estado 

respecto de las religiones existentes y, sobre todo, infringe la separación que debe 

existir entre el poder de la iglesia y el poder público. Esto, no sólo por las 

prerrogativas a las que puede acceder un partido político, sino también, porque un 

partido político confesional tiene como objetivos promover decisiones que se 

adopten y apeguen a sus creencias religiosas, de forma que no es posible concebir 

a un Estado laico, si parte de los promotores de la vida democrática del país no se 

abstienen de introducir razones públicas, esto es, razones seculares, en los debates 

públicos y en las decisiones.  

Por otro lado, otorgar el registro como partido político a una agrupación política que 

es confesional vulnera también los principios constitucionales que rigen a la materia 

político-electoral.  

Esto, porque al momento en el que existen opciones político-electorales 

confesionales no es posible garantizar cabalmente la libertad de afiliación, así como 

las condiciones necesarias para que la ciudadanía pueda emitir un voto libre, 

razonado e informado.  

De igual forma, vulnera la equidad de la contienda, que es un “un presupuesto y 

fundamento de las elecciones libres y justas, impidiendo, por ejemplo, que algunos 

competidores electorales obtengan ventajas indebidas como consecuencia de las 

posibles situaciones de dominio (político, sociales o económicas) en las que 

pudieran encontrarse”27. 

                                                      
27 Resolución del CGINE INE/CG338/2017. 



Además, es un hecho notorio el que nuestro país se caracteriza por su población 

mayoritariamente creyente. Según la Encuesta Nacional Sobre Creencias y 

Prácticas Religiosas (2016) 85% de la población mexicana se auto adscribe como 

católico y el 8% como evangélicos28. 

En ese sentido, la existencia de una organización que utiliza el discurso religioso 

como criterio guía, o que está vinculado con una cierta religión -especialmente si se 

trata de la religión mayoritaria- vulneraría el principio de equidad en las contiendas 

electorales, ya que, dada la mayoría creyente, es posible que una gran porción de 

la población se sienta inducida a votar por esta organización por la identificación 

religiosa que puedan tener con él, una vez que se constituya en partido político. 

Lo anterior constituye una causa de dominio que hace que la organización 

confesional obtenga ventajas indebidas en relación con otros partidos políticos, por 

lo que, atendiendo a las obligaciones constitucionales en materia de laicidad y 

equidad en las contiendas, no sería dable otorgarle el registro. 

Condición 2: Implementación de una estrategia de índole religiosa para 

obtener los requisitos necesarios. Bajo esta condición, resultaría necesario 

tener suficientes elementos que permitan afirmar que la agrupación política llevó 

a cabo una estrategia por medio de la cual, utilizó, ya sea, símbolos o líderes 

religiosos, a fin de obtener el número de afiliaciones y realizar el número de 

asambleas necesarias para cumplir con este requisito: 

i) Participación mayoritaria o importante de ministros de culto durante el 

procedimiento de registro del partido político;  

ii) Cuando los líderes o dirigentes de la organización estén vinculados con 

alguna religión o postura religiosa;  

iii) La emisión de discursos de tipo religioso, o el uso de símbolos religiosos 

por parte de los líderes de la organización; 

                                                      
28 Encuesta Nacional Sobre Creencias y Prácticas Religiosas (2016), consultable en: 
http://rifrem.mx/encreer/wp-
content/themes/encreer/docs/EncuestaNacionalCreenciasyPracticasReligiosasMX_Oct2017_ESP.p
df 



iv) La coacción a la ciudadanía para que se afilien a una agrupación, por 

motivos religiosos.  

A diferencia de la condición 1, en esta condición no es necesario que parte de la 

estructura de la agrupación política sea confesional. Basta con que, siendo incluso 

expresamente secular en sus documentos básicos, solicite o acepte el apoyo de 

líderes religiosos, de iglesias o de agrupaciones religiosas, o bien, haga uso de 

símbolos religiosos, todo esto con la intención de obtener el número requerido de 

afiliaciones.  

Bajo esta condición, tampoco sería posible otorgarle el registro a la agrupación 

política porque no hay certeza de que las personas que se afiliaron lo hicieron de 

forma libre. Es decir, lo que se pretende proteger con no otorgar el registro a una 

agrupación con estas características es, principalmente, la libertad de asociación 

política.  

El artículo 41, párrafo tercero, numeral I, párrafo segundo de la Constitución general 

establece que las afiliaciones a partidos políticos tendrán que ser individuales y 

libres, por lo que se prohíbe la participación de cualquier organización con un fin 

distinto al de constituir un partido político en el proceso de constitución de partidos. 

Ante un supuesto en el que se puede advertir que existió una estrategia por medio 

de la cual se utilizó el apoyo de líderes o de símbolos religiosos durante la obtención 

de las afiliaciones, surgen serias dudas sobre el ejercicio libre de las personas que 

se afilian al partido político. Lo anterior porque tanto los ministros de culto como, en 

general, las estructuras eclesiásticas son figuras representativas y de guía para una 

gran parte de la población 

Imaginemos, para el propósito de ilustrar el argumento, que existe una organización 

con pretensiones de constituirse en partido político que tuvo participación de 

ministros de culto en una porción importante de sus asambleas. 

Al momento en que el Instituto acudió a verificar la celebración de las asambleas no 

encontró que los participantes manifestaran que se encontraban ahí en contra de 



su voluntad. Sin embargo, una gran mayoría de las personas que acudieron 

mencionaron que lo hicieron por la invitación que el ministro de culto de su religión 

hizo en una ceremonia religiosa. 

No se puede ignorar el peso que tienen los ministros de culto sobre los feligreses 

de una determinada religión. En muchas ocasiones, estas figuras terminan por 

determinar el comportamiento y actitudes de muchas personas, por lo que, bajo este 

ejemplo, no existe certeza respecto de que quienes acudieron a estas asambleas lo 

hicieron sin tener en consideración la “invitación” hecha por el ministro de culto. 

En ese sentido, si una organización, de manera consciente y sistemática, y para 

obtener una ventaja político-electoral por medio de la religión, utiliza a los ministros 

de culto para persuadir a personas para que participen en el proceso de constitución 

de un partido político, se tendrá que poner en duda el carácter libre de la afiliación 

de todas las personas que participaron, por lo que no procedería otorgarle el 

registro. 

De lo anterior, se desprende que estas dos condiciones podrían justificar la negativa 

de una agrupación política que pretende obtener su registro como partido político, 

porque otorgarlo rebasaría el umbral de tolerancia que se puede permitir en un 

Estado laico. Es decir, vulnera desproporcionadamente los fines de la laicidad, así 

como algunos principios constitucionales que rigen a la materia electoral.  

c. La restricción frente a parámetros internacionales 

Como ya señalé, en el proceso de creación de nuevos partidos políticos no es válida 

ni admisible la intervención de cualquier religión. De ahí que, de acreditarse una 

intrusión confesional, la consecuencia debe ser la negativa del registro como partido 

político.  

No obstante, para llegar a una conclusión de ese tipo debe comprobarse esa 

intervención religiosa con base en elementos contundentes y no en elementos 

aislados ya que se encuentra en juego el derecho fundamental de los ciudadanos 

de participar en la vida política del país a través de un partido político. 



El derecho fundamental de afiliación que hace viable que los ciudadanos participen 

activamente en la vida política del Estado Mexicano tiene la mayor relevancia y 

trascendencia para nuestro sistema electoral.  

Sin la participación de los ciudadanos la democracia no es posible o ésta es 

simulada. De ahí que, la presunta intervención de una religión en el proceso de 

creación de un nuevo partido político debe ser acreditada fehacientemente, de 

manera que no queden dudas de que, en realidad, no se trata de ciudadanos libres 

ejerciendo sus derechos políticos, sino que se trata de una religión buscando 

entrometerse indebidamente en la vida pública del país manipulando la voluntad de 

sus simpatizantes. 

Solo entonces es concebible y justificable la cancelación de los derechos políticos 

de los ciudadanos que aspiran a formar un partido político, pues solo así estaría 

demostrado que esos ciudadanos no están ejerciendo sus derechos en libertad y 

que su participación en la vida política no abonaría al sistema democrático 

mexicano, por el contrario, podría llevar a la polarización de la sociedad. 

Por ello, el estándar que propuse en el apartado anterior está destinado a que, al 

tratarse de una restricción de derechos humanos, ésta se encuentre debida y 

reforzadamente justificada.  

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, por ejemplo, ha sostenido que las 

restricciones relacionadas con la conformación de partidos políticos, al tratarse de 

restricciones a derechos, únicamente pueden ser válidas cuando:  

✓ esté previsto en una ley; 

✓ no sea discriminatoria; 

✓ atienda a un propósito útil y oportuno que lo torne necesario para satisfacer 

un interés público imperativo y, 

✓ sea proporcional a ese objetivo 

Asimismo, ha razonado que, al tratarse del derecho de asociación, no se puede 

restringir la conformación de un partido político, a menos que otorgar el registro sea 



incompatible con los derechos y libertades establecidos en la Convención 

Americana, tengan un fin ilícito o no respeten la institucionalidad del país donde 

pretenden conformarse. 

En sintonía, la Comisión de Venecia ha razonado que solo puede restringirse el 

derecho de asociación en la medida en que esa restricción sea necesaria para una 

sociedad democrática, entendiendo aquellas que sean convincentes, 

proporcionales al fin buscado, relevantes y suficientes.  

Asimismo, establece que el contenido de las restricciones se puede encontrar 

determinado por los contextos históricos de cada país. Respecto a la prohibición de 

ministros de culto, esa comisión menciona que puede servir para cumplir con el 

principio de separación de la iglesia del estado. 

Asimismo, considera razonable que existan prohibiciones a la utilización de 

nombres y símbolos de instituciones religiosas en los partidos políticos, ello porque 

pueden provocar una confusión en los electores que pone en entredicho su libertad 

de decisión.  

Bajo estos parámetros, la restricción para que una agrupación política con vínculos 

confesionales obtenga su registro como un partido político se encuentra justificada, 

a pesar de que se trata de una restricción al derecho de asociación, por lo siguiente:  

✓ Se encuentra previsto en la ley. Como ya se señaló, existe una prohibición 

constitucional establecida en el artículo 130, para que las asociaciones 

religiosas, así como ministros de culto, participen en los procesos político-

electorales. Además, el artículo 41 Base I, párrafo segundo, prohíbe 

explícitamente a cualquier organización, con objeto social diferente al de 

las organizaciones con la intención de formarse como partidos políticos o 

cualquier forma de afiliación corporativa, de intervenir en la creación de 

partidos políticos. 

✓ No es discriminatoria. Esta restricción no está basada en una categoría 

sospechosa.  



✓ Es necesaria para los fines que se persiguen. Negar el registro como 

partido político a una agrupación política confesional protege muchos valores 

y principios constitucionales que hacen posible o mejoran la calidad 

democrática. En primer lugar, protege al principio de laicidad porque impide 

que razones confesionales guíen las decisiones públicas; además, protege 

la libertad de culto de toda la ciudadanía, así como que ofrece garantías para 

que la ciudadanía esté en condiciones de afiliarse libremente a las distintas 

opciones político-electorales y, finalmente, emita un voto libre de 

manipulaciones o sesgos en cuanto a creencias religiosas.  

✓ Es proporcional. Se satisface este parámetro porque es la única alternativa 

posible para evitar que en el debate público y en las decisiones que emanen 

de los poderes públicos haya influencia de razones confesionales. 

Por lo anterior, en caso de cumplirse con alguna de las condiciones antes 

señaladas, considero que se encontraría plenamente justificado negar el registro 

como partido político a una agrupación política confesional o con vínculos 

confesionales. 

2.4. Análisis del caso concreto  

Ahora bien, con todo lo desarrollado previamente, expondré los motivos que me 

llevan a concluir que, en el caso del Partido Encuentro Solidario, no está acreditada 

la intervención de ninguna religión durante su proceso de constitución y, si bien, 

existió la intervención de algunos ministros de culto, ésta fue circunstancial, 

irrelevante y no determinante para la obtención del registro. 

Esto no implica que no se haya vulnerado el principio de laicidad. De hecho, los 

ministros de culto tienen la restricción de asistir a este tipo de eventos y, por lo tanto, 

incumplieron con dicha restricción. Sin embargo, esto no se traduce ni en que i) la 

agrupación sea confesional; o que ii) no haya certeza respecto de la libertad en la 

voluntad de una mayoría importante de afiliados y, por lo tanto, iii) se le deba negar 

el registro a la agrupación.  



La restricción de que los ministros de culto participaran en estas asambleas no sólo 

está prevista en la legislación, sino que, además, estaba contemplada en los 

lineamientos emitidos por el Consejo General del INE, pues estableció que en el 

caso de que en la celebración de alguna asamblea o en la afiliación de personas a 

la organización en proceso de constitución como Partido Político Nacional se tuviera 

constancia fehaciente de la participación de ministros de culto, se tendría por 

no válida la asamblea en cuestión, incluyendo sus afiliaciones, así como las 

afiliaciones recabadas por dichos ministros. 

De forma que mis consideraciones no van en torno a si se vulneró o no el principio 

de laicidad sino, más bien, a que i) no hay evidencia de que la agrupación política 

sea confesional y ii) no hay evidencia de que haya realizado una estrategia 

consistente en que, por medio de la asistencia de los ministros de culto a sus 

asambleas, haya podido obtener el mínimo de afiliaciones necesarias. Por tanto, no 

se justifica la negativa del registro como partido político.  

a. No existieron incidentes por temas religiosos en ninguna las 300 

asambleas distritales que supervisó el INE  

De conformidad con el artículo 10, numeral 2, inciso b) de la Ley General de Partidos 

Políticos, la organización que pretenda su registro como partido político debe contar 

como mínimo con un número de afiliados equivalente al 0.26 % del Padrón Electoral 

que haya sido utilizado en la elección federal ordinaria inmediata anterior. Dicho 

porcentaje corresponde a la cantidad de doscientos treinta y tres mil novecientos 

cuarenta y cinco personas (233,945).  

Para lograr el número de asambleas y afiliados que exige la Ley, las organizaciones 

tenían varias opciones, a saber: 

• Afiliaciones en las asambleas  

• Afiliaciones a través de una aplicación móvil 

• Afiliaciones a través de un régimen de excepción (manualmente al no ser 

posible el uso de la aplicación) 



• Afiliaciones de captura en sitio (afiliaciones realizadas en asambleas que se 

cancelaron por no lograr el quorum necesario pero que sí sirvieron para afiliar 

a los ciudadanos asistentes) 

El Partido Encuentro Solidario realizó 300 asambleas entre válidas y fallidas en las 

cuales logró afiliar aproximadamente a 140 000 ciudadanos29. Es decir, más de la 

mitad del número de afiliados necesario.  

Lo relevante del caso es que cuando las afiliaciones se realizaban en asambleas el 

INE contaba con la presencia de funcionarios electorales que verificaron y revisaron 

el desarrollo de la asamblea y del proceso de afiliación. 

En efecto, de conformidad con lo establecido en el artículo 12, numeral 1, inciso a) 

de la Ley General de Partidos Políticos, en relación con lo señalado en los 

numerales 23 y 43 del Instructivo aplicable, la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas 

y Partidos Políticos designó a los funcionarios del Instituto en las Juntas Ejecutivas 

Distritales correspondientes, para que asistieran a las asambleas proyectadas por 

la organización solicitante, a efecto de certificar su celebración, debiendo precisar 

en las actas correspondientes, entre otras cosas, los siguientes aspectos:  

• El número de personas que concurrieron a la asamblea y suscribieron 

voluntariamente la manifestación formal de afiliación;  

• Los mecanismos utilizados por el personal del Instituto para determinar 

que las y los ciudadanos asistieron libremente y manifestaron 

fehacientemente su voluntad de afiliarse al partido político en 

formación;  

• Los elementos que le permitieron constatar que en la realización de la 

asamblea existió o no la intervención de organizaciones gremiales o de otras 

con objeto social diferente al de constituir el Partido Político de que se trate.  

                                                      
29 Cifra que todavía no contempla el descuento de afiliados por asambleas invalidadas por 
diferentes razones. 



Para el registro de los asistentes a las asambleas, conforme a lo establecido en los 

numerales 29, 30, 31 y 32 del Instructivo se llevó a cabo el procedimiento siguiente:  

• En la fila de asistentes el personal del INE les indicó que, si su interés 

era afiliarse de manera libre y autónoma al partido político en formación, 

debían permanecer en ella y tener a la vista su credencial para votar; 

asimismo se les indicó que, de no desear afiliarse, podían ingresar al 

lugar de la asamblea pero que su asistencia no contaría para efectos 

del quórum legal.  

• Posteriormente, cada una de las personas interesadas en afiliarse al partido 

político en formación, pasó a una de las mesas de registro operadas por el 

personal del INE, en la cual presentó el original de su credencial para votar.  

• El personal del INE verificó que la credencial para votar correspondiera con 

la persona que la presentaba; de ser así, procedió a escanear el CIC (Código 

Identificador de Credencial) de la credencial para votar, o a capturar la clave 

de elector en el sistema de registro de asistentes, a fin de realizar la 

búsqueda de los datos de la persona en el padrón electoral. Las personas 

registradas ingresaron al lugar de la asamblea portando un distintivo que las 

identificaba como afiliados o afiliadas y, por lo tanto, con derecho de voto.  

• En el caso de aquellas personas que no presentaron su credencial para votar, 

se les requirió una identificación de institución pública con fotografía y la 

presentación de documento original que acreditara la solicitud de trámite ante 

el Registro Federal de Electores, procediendo a capturar los datos completos 

de la persona en el sistema de registro de asistentes.  

• Se constató que cada una de las manifestaciones formales de afiliación 

fuera suscrita en forma individual, voluntaria, autónoma y libre por las 

personas, y que éstas contuvieran el nombre, apellido paterno y materno, 

domicilio y la clave de elector de cada una de las personas afiliadas 

asistentes a la asamblea.  



• Si a la hora programada para dar inicio a la asamblea, no se contaba con el 

número mínimo de afiliados válidos, de conformidad con lo establecido en el 

numeral 33 del Instructivo, se otorgó una prórroga de sesenta minutos para 

reunirlo. De no ser así, la organización solicitó la cancelación de la asamblea.  

• En aquellos casos en que se contó con un número mínimo de 

[trescientos/tres mil] personas afiliadas preliminarmente válidas registradas y 

presentes en la asamblea, se notificó al presidente o secretario de la misma, 

designados por la organización, a fin de que diera inicio la celebración de la 

asamblea.  

Como puede advertirse, el INE verificó y supervisó físicamente la realización de las 

300 asambleas con personal de sus órganos delegacionales y éstos levantaron las 

actas correspondientes y no solo eso, sino que también preguntaron personalmente 

a cada uno de los asistentes si se estaban afiliando libremente. Ninguno de los 

asistentes manifestó que acudía por motivos religiosos o que lo hubiesen 

enviado de su iglesia o que hubiere sido coaccionado por temas religiosos. 

Ahora bien, en 299 de las 300 actas levantadas por el personal del INE, en ninguna 

se hizo constar algún incidente vinculado con algún elemento religioso ni se dio 

cuenta de la emisión de algún discurso religioso o la utilización de símbolos o 

expresiones religiosas. 

Solo en una de las actas que se levantó con motivo de una asamblea distrital en la 

Ciudad de México el funcionario electoral hizo constar lo siguiente: 

Respecto a los incidentes durante el desarrollo de la Asamblea que nos ocupa: 

Es de mencionarse que entre las 13:30 (trece treinta) y 13:35 (trece treinta y 

cinco) estuvo expuesto un cartel alusivo a un evento religioso previamente 

desarrollado en un mismo salón que sirvió de sede a la asamblea distrital en 

comento. (Se adjunta fotografía).”  

Derivado de lo anterior, la DEPPP, solicitó al Vocal Ejecutivo de la 24 Junta Distrital 

Ejecutiva en la Ciudad de México que realizara visitas domiciliarias al diez por ciento 



del número total de afiliados válidos en la asamblea celebrada por la organización 

solicitante en ese Distrito, a fin de indagar sobre si existe alguna relación entre la 

asamblea y el evento religioso previamente celebrado referido en el acta de 

certificación.  

En respuesta, el citado Vocal Ejecutivo, remitió a la DEPPP, las actas de visitas 

domiciliarias a los afiliados de la organización solicitante en la asamblea celebrada 

el día veintiséis de mayo de dos mil diecinueve, de las veintitrés (23) personas 

entrevistadas, en ningún caso las personas manifestaron que les fue ofrecida o 

entregada algún tipo de dádiva o que su participación tuviera relación con el 

evento previamente efectuado, aunado a que leída que fue su manifestación 

formal de afiliación decidieron suscribirla voluntariamente. 

Como dato adicional, debe referirse que en el caso de otras nueve asambleas, 

celebradas en otras entidades federativas, los funcionarios del INE sí reportaron o 

recibieron denuncias de los asistentes referentes a que fueron llevados con 

engaños. Es decir, desconociendo que irían a una asamblea para formar un partido 

político, o bien, que se les ofreció alguna dadiva, pero en ningún de esos casos se 

presentaron problemas o reportes vinculados con cuestiones religiosas o por 

intervención de ministros de culto. 

De lo anterior, se desprende que existe certeza respecto de que en todas las 

asambleas realizadas por el PES, validas o fallidas, en ninguna se emitieron 

discursos religiosos ni se usaron expresiones o símbolos religiosos. Es decir, no 

existieron elementos religiosos que comprometieran o pusieran en riesgo la 

libre voluntad de los afiliados en esas asambleas. 

b. La participación de los ministros de culto en las asambleas fue 

irrelevante para la obtención del registro 

Con motivo de la prohibición constitucional referente a que los ministros de culto 

participen en asunto políticos, la DEPPP realizó el cruce de la información de los 

ministros de culto religiosos otorgados por la SEGOB contra los delegados, 



presidentes, secretarios y auxiliares de Encuentro Solidario, así como los domicilios 

de las asociaciones religiosas contra los domicilios en que fueron celebradas las 

asambleas, resultado que se identificaron diversas coincidencias. 

Se obtuvo que 15 ministros de culto coincidían con los registros que realizó el 

Partido Encuentro Solidario ante el INE, los cuales tuvieron las siguientes 

participaciones: 

• 2 ministros de culto fueron registrados como auxiliares, pero no se afiliaron 

al partido, no recabaron ninguna afiliación y no participaron en ninguna 

asamblea por lo que no tuvieron participación alguna en la obtención del 

registro. 

• 2 ministros de culto fueron registrados como auxiliares, sí se afiliaron al 

partido y no recabaron ninguna afiliación, se considera que su participación 

fue irrelevante en la obtención del registro porque únicamente contribuyeron 

con su afiliación misma que les fue cancelada. 

• 1 ministro de culto participó en dos asambleas como presidente y secretario 

respectivamente, aunque dichas asambleas se declararon invalidas porque 

una no alcanzo el quorum y en la otra se acreditó la entrega de dadivas de 

ahí que su participación fue irrelevante, además de que como auxiliar no 

recabó afiliación alguna.  

• Respecto del resto de los ministros de culto se tiene que tuvieron una 

participación mínima en la obtención del registro porque 5 fueron electos 

en asambleas distritales como delegados a la Asamblea Nacional 

Constitutiva y participaron en ella; 4 Realizaron aportaciones económicas; y 

3 fungieron como auxiliares. Su participación fue mínima por lo siguiente: 

 

o Respecto de los 5 que participaron en asambleas y fueron electos 

como delegados, las asambleas en las que fueron electos fueron 

anuladas y las afiliaciones que en esas asambleas se obtuvieron 

también se declararon invalidas. (las afiliaciones que fueron 

invalidadas en esas 5 asambleas corresponden a 2477 lo que no 



representa ni el 1% del total de las afiliaciones conseguidas 

válidamente por la organización de ciudadanos) 

o Las aportaciones económicas de 4 ministros de culto ascendieron a la 

cantidad de $33,512.50 lo que representa el 0.51% del total de 

aportaciones recibidas por la organización. 

o Finalmente, las afiliaciones recabadas por los ministros de culto 

registrados como auxiliares fueron 672, las cuales fueron canceladas 

y no representan ni el 0.3% del total de afiliaciones alcanzadas. 

Como puede advertirse, la participación de los 15 ministros de culto fue irrelevante 

para la obtención del registro, tomando en cuenta que i) solo tuvieron participación 

activa en 5 de las 239 asambleas válidas; ii) que las 3000 afiliaciones anuladas 

representan un porcentaje menor respecto de las 328,811 afiliaciones conseguidas 

por el partido y que fueron calificadas como validas, y iii) que las aportaciones por 

más de treinta mil pesos fue mínima en relación con los ingresos totales de la 

organización ciudadana. 

c. No se celebraron asambleas en inmuebles destinados a espacios de 

culto 

Como consta en la resolución reclamada el INE puso en marcha un programa 

informático para detectar afiliaciones en la aplicación que resultaran atípicas en 

lugares de culto o cercanos a éste, con motivo de ello se inició un procedimiento 

sancionador para determinar si se habían realizado afiliaciones en espacios de 

culto. 

El resultado del procedimiento sancionador fue que no se acreditó la infracción 

consistente en la supuesta participación de entes prohibidos en la 

constitución de nuevos Partidos Políticos Nacionales (Iglesias y centros de 

culto) en la Parroquia San Juan Bautista, Huitzilac, Morelos; Catedral Metropolitana 

de San Marcos, Tuxtla Gutiérrez, Chiapas; Templo del Carmen, Alcaldía 

Cuauhtémoc, CDMX; Centro Cristiano Restauración y Libertad, Alcaldía Venustiano 



Carranza, CDMX; Catedral de San José, Toluca, Estado de México; Iglesia 

Mexicana del Evangelio de Cristo “Montesión”, Alcaldía Iztacalco. 

De esta manera, ni de los datos aportados por SEGOB ni de las investigaciones del 

INE se acreditó la utilización de espacios de culto en beneficio de la organización 

de ciudadanos. 

d. No se presentaron quejas con motivo de la participación de ministros 

de culto en el proceso de constitución del PES 

A lo largo del proceso de registro de nuevos partidos el INE recibió varias quejas en 

contra del PES, específicamente los días veintisiete de septiembre de dos mil 

diecinueve y el veintiséis de marzo del presente la UTCE recibió dos quejas. La 

primera, en la cual una ciudadana señaló que en la asamblea celebrada por la 

organización Encuentro Solidario, en el Distrito 01 de Colima de fecha veinte de julio 

de dos mil diecinueve, presuntamente hubo afiliación engañosa de militantes del 

Partido Político Nacional Morena. Asimismo, denunció que personal que labora en 

el programa público federal “Servidores de la Nación”, el cual depende de la 

Secretaría del Bienestar, auxilió a la organización mencionada en su registro como 

Partido Político Nacional.  

En la segunda queja, un ciudadano denunció la presunta participación de diputados, 

senadores y ex dirigentes del Partido Encuentro Solidario en las asambleas 

celebradas por la organización, aunado a lo anterior señaló que en las entidades 

donde existen partidos políticos locales bajo la denominación Partido Encuentro 

Solidario y que tienen participación parlamentaria en el Congreso de la Unión, éstos 

están influyendo en sus militantes y simpatizantes para que se afilien a la 

organización Encuentro Solidario.  

Como puede advertirse, no se recibieron quejas por la intervención de ministros 

de culto o alguna religión en el proceso de registro del PES, lo que abona a 

inferir que no existieron conductas que tuvieran que ser denunciadas por ese 

motivo. 



e. Los documentos básicos del partido condenan la intromisión de 

religiones o ministros de culto. 

El INE determinó que del análisis de la Declaración de Principios y el Programa de 

Acción se advertía que éstos cumplían cabalmente con las disposiciones contenidas 

en el instructivo aplicable, como se explica a continuación.  

La organización referida sí determinó en dicho documento la obligación de observar 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de respetar las leyes e 

instituciones que de ella emanen.  

A lo largo del documento se postularon los principios ideológicos de carácter 

político, económico y social, conforme a las finalidades de los Partidos Políticos 

Nacionales señaladas en el artículo 41, Base I de la Carta Magna. Entre dichos 

postulados se encuentran la organización social comunitaria, el respeto de los 

derechos humanos y el fortalecimiento de la institución familiar.  

Pertinentemente se estipuló que el partido político no aceptará pacto o acuerdo 

que lo sujete o subordine ante cualquier organización internacional, así como 

no solicitar ni aceptar ninguna clase de apoyo económico, político o 

propagandístico proveniente de personas extranjeras o de personas ministras 

de culto de cualquier religión, y de las asociaciones y organizaciones que la LGPP 

prohíbe. 

f. Los ministros de culto que participaron no constituyen un segmento 

significativo o trascedente para el ámbito religioso. 

Considero que un aspecto importante a destacar es que los ministros de culto que 

se vieron involucrados en el proceso de creación del PES no son personajes 

religiosos con un peso específico tal, que pudieran dominar las voluntades de los 

afiliados. Esto, porque debe de reconocerse que existen jefes de iglesias o 

personajes religiosos que tienen tanta presencia en la sociedad que una 

participación, aunque fuere mínima, en favor de una organización que pretende ser 

partido político sí pudiera ser relevante para la obtención de su registro. No 



obstante, en el caso concreto, esta situación no aconteció por lo que no puede 

considerarse que la voluntad de las afiliaciones estuvo manipulada. 

Por otro lado, debe señalarse que, de acuerdo con datos de la SEGOB, 

específicamente de la Dirección General de Asuntos Religiosos, existen registrados 

al mes de septiembre de dos mil veinte, 99,109 ministros de culto en México, por lo 

que, la participación de 15 ministros de culto en el caso concreto resulta totalmente 

intrascendente para estimar que existe una organización confesional que ha sido 

reconocida como partido político, vulnerando con ello el estado laico. 

Desde mi perspectiva, estos son los elementos que se deben verificar para poder 

determinar cuándo la vulneración al principio de laicidad amerita la negativa de 

registro como partido político a una agrupación política.  

En la propuesta que ahora se analiza, no sólo no se adoptan elementos similares, 

sino que tampoco se ofrecen parámetros que sean proporcionales o razonables por 

medio de los cuales se pueda evaluar el grado de afectación del principio de laicidad 

y, por lo tanto, la consecuencia jurídica que esta infracción amerita.  

Desde mi perspectiva, no es suficiente afirmar que existe una prohibición 

constitucional y que, también, existe una porción jurídica que prevé la posibilidad de 

que se cancele el procedimiento tendente a obtener el registro como partido político 

(artículo 456, 1, h, de la LGIPE), para considerar que esta es la consecuencia 

jurídica que debe otorgarse al caso que ahora se estudia.  

Para llegar a esta conclusión, se debió analizar detenidamente las características 

del caso, a fin de poder desprender el grado de afectación que hubo y, sobre todo, 

si se vulneraron injustificadamente los principios y valores constitucionales que esta 

Sala Superior debe proteger para que, después, se determine una consecuencia 

jurídica proporcional.  

Finalmente, en el proyecto bajo estudio advierto que hay una confusión entre dos 

supuestos jurídicos que es necesario distinguir y separar: por un lado, la institución 

de la cancelación del registro de un partido político, de conformidad con el artículo 



456, fracción V, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Políticos30 y, 

por otro, la cancelación del procedimiento de registro. En el caso, opuestamente a 

lo que señala el proyecto, no es aplicable la figura de la cancelación del 

procedimiento de registro, toda vez que ya culminó el procedimiento de registro. 

3. Conclusión  

Por todo lo expuesto, considero que, en el caso, la participación de los 15 ministros 

de culto no fue determinante para la obtención del registro y específicamente la 

participación de éstos en 5 asambleas no se puede traducir en la negativa del 

registro porque, como se vio, esto no significa que estemos frente a una 

organización confesional o manipulada por una religión, ni que el partido hubiese 

obtenido su registro como producto de una estrategia confesional.  

Por el contrario, de todo el expediente se advierte que los elementos religiosos 

involucrados en la constitución del partido fueron circunstanciales, mínimos, no 

sistemáticos e irrelevantes para la obtención del registro. 

En efecto, se reitera que los funcionarios del INE en las 300 asambleas verificadas 

y supervisadas por ellos no encontraron ni reportaron incidentes relacionados con 

ministros de culto, discursos religiosos o coacción de afiliados por este motivo.  

No se realizaron aportaciones económicas relevantes por parte de ministros de 

culto. Tampoco se presentaron quejas ciudadanas encaminadas a demostrar la 

                                                      
30 Artículo 456. 

1. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán sancionadas conforme a lo siguiente: 
 
a) Respecto de los partidos políticos: 
 
[…] 
 
V. En los casos de graves y reiteradas conductas violatorias de la Constitución y de esta Ley, 
especialmente en cuanto a sus obligaciones en materia de origen y destino de sus recursos, así 
como las relacionadas con el incumplimiento de las obligaciones para prevenir, atender y erradicar 
la violencia política contra las mujeres en razón de género, con la cancelación de su registro como 
partido político.” 

 
 



intervención de religiones o ministros de culto en las asambleas; y, los documentos 

del partido no contienen ideologías religiosas. Por el contrario, contiene el 

compromiso de rechazar apoyos religiosos. Finalmente, tampoco se demostró la 

utilización de inmuebles destinados al culto en la celebración de asambleas. 

En ese sentido, es mi convicción que debe protegerse el derecho fundamental de 

los ciudadanos de participar en la vida política del país a través de un partido 

político. Insisto en que el derecho fundamental de asociación política, en su vertiente 

de afiliación, es el que hace viable que los ciudadanos participen activamente en la 

vida política mexicana, por lo que tiene la mayor relevancia y trascendencia para 

nuestros sistemas político, electoral y de partidos. 

Por lo anterior, para mí, no le asiste la razón al PAN, cuando con base en 

elementos mínimos y aislados pretende demostrar la intervención de una religión 

en el proceso de creación del PES.  

Por ello, concluyo que su registro obedeció al libre ejercicio de los derechos políticos 

de miles de ciudadanas y ciudadanos sin que se hubiese podido demostrar la 

intervención de asociaciones religiosas ni la participación relevante de ministros de 

culto por lo que debe confirmarse el registro otorgado por el INE. 

 


